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			Introducción

			El objeto de este trabajo es determinar, si ello es posible, cuál es la posición jurídica del Fondo de Garantía Salarial (FOGASA) en el proceso laboral. Averiguar, en la norma, cuál es la naturaleza procesal de la comparecencia de dicho organismo, según lo que para él dispone el Capítulo III, del Título II, del Libro I (arts. 23 y 24) de la Ley de Procedimiento Laboral (LPL), Texto Refundido aprobado por el Real Decreto Legislativo (RDLeg.) 2/1995, de 7 de abril.

			Cuatro son los supuestos que, de modo especial, recoge la Ley de Procedimiento Laboral para el FOGASA en los arts. 23 y 24. En el párrafo primero del art. 23 se nos dice que:

			El Fondo de Garantía Salarial podrá comparecer como parte en cualquier fase o momento de su tramitación, en aquellos procesos de los que se pudiera derivar posteriormente una responsabilidad de abono de salarios o indemnizaciones a los trabajadores litigantes, sin que tal intervención haga retroceder ni detener el curso de las actuaciones.

			Varias son las cuestiones que nos suscita este precepto. En primer lugar, la aparente contradicción en que incurre la ley al determinar que el Fondo, siendo un tercero procesal, por lo tanto, sin ser demandante o demandado, puede intervenir en el procedimiento como parte, como si fuera demandante o demandado y, por ende, hay que entender, pudiendo hacer uso de modo pleno de las facultades procesales de que gozan los demandantes y demandados. En segundo lugar, nos podemos preguntar: ¿a qué fases o momentos de la tramitación del proceso se refiere la ley? ¿Se refiere verdaderamente a cualquier fase o momento de su tramitación, como así se expresa, o tan solo, como algunos autores defienden, hasta que se dicta la sentencia, sin que, por ello, pueda recurrir la resolución judicial al no haber sido condenado ni absuelto en ella? También, nos podemos preguntar a qué procesos se refiere la ley. ¿Se refiere solo al proceso declarativo o también al proceso ejecutivo? También nos preguntamos qué procesos son aquellos de los que puede derivarse una responsabilidad de abono de salarios e indemnizaciones a cargo del organismo, pues, ¿solo son esos procesos en los que el FOGASA puede intervenir como parte? ¿Son un numerus clausus?

			Las cuestiones que suscita el párrafo segundo del art. 23:

			En supuestos de empresas incurras en procedimientos concursales, así como de las ya declaradas insolventes o desaparecidas, el juez, de oficio o a instancia de parte, citará como parte al Fondo de Garantía Salarial, dándole traslado de la demanda a fin de que este pueda asumir sus obligaciones legales e instar lo que convenga en derecho.

			Sustancialmente, no difieren de las que nos hemos hecho más arriba, pues sigue siendo cuestionable la posición del Fondo en el procedimiento, ya que, prima facie, no sabemos con exactitud a qué se refiere la norma cuando impone al juez la obligación de llamar al Fondo al proceso, pues es sabido que la iussu iudicis no es posible en nuestro derecho. El Fondo debe ser llamado y citado como parte, dice la ley, ¿ello quiere decir que, al ser citado y dársele traslado de la demanda, es parte demandada, es uno de los demandados, o estamos también, como en el primer caso, ante la presencia en el procedimiento de un tercero que puede y debe intervenir como parte, un interviniente que tiene las mismas facultades que las partes? Siguen en pie, por tanto, las mismas cuestiones. Procesalmente, ¿qué es el FOGASA? ¿Un tercero ajeno al proceso, pero que puede intervenir en él por expreso deseo del legislador con las mismas facultades que el resto de los sujetos procesales? ¿Un verdadero demandado? ¿Un demandado especial? ¿Un mero interviniente procesal sin más facultades que las de aquellos a quienes coadyuva? De otro lado, y aunque parezca evidente porque estamos en la Ley de Procedimiento Laboral (LPL), no está claro en el párrafo segundo de este artículo 23 si la citación que ha de hacerse al Fondo es en el procedimiento concursal o en el proceso laboral, términos estos —los de proceso y procedimiento— que, a su vez, por ser usados indistintamente de modo inadecuado, contribuyen a la confusión, y que, según el verdadero significado de cada uno de los conceptos, obtendremos unos datos que nos pueden clarificar la posición del Fondo de Garantía Salarial en el proceso laboral.

			El párrafo tercero del art. 23:

			En los procedimientos seguidos contra el Fondo de Garantía Salarial al amparo de la legislación laboral, las afirmaciones de hecho contenidas en el expediente y en las que se haya fundamentado la resolución del mismo harán fe, salvo prueba en contrario.

			Recoge una presunción iuris tantum en favor del Fondo de Garantía Salarial cuando es demandado ante la jurisdicción laboral como consecuencia de las resoluciones que dicte en aplicación del art. 33 del Estatuto de los Trabajadores (ET) y Real Decreto (RD) 505/85 de 6 de marzo. Para nuestro trabajo este párrafo no tiene especial interés, ya que la personación del Fondo en el proceso es a título de parte, como demandado; aquí no se cuestiona la posición del organismo en el proceso, pues es claro que es llamado a él en calidad de principal y único demandado. Otra cuestión, que tampoco es objeto de nuestra tesis, es la constitucionalidad o inconstitucionalidad de este apartado, sobre la que ya se ha pronunciado a favor de ella nuestro Tribunal Constitucional.

			De otro lado, habremos de considerar también la condición de organismo autónomo de carácter administrativo del Fondo de Garantía Salarial como sujeto procesal distinto a quienes, como demandantes o demandados, se personan habitualmente en el procedimiento. Ello delimita, de alguna manera, los términos de la discusión pues, si queremos saber la condición procesal del FOGASA, nos es forzoso partir de las atribuciones que, como sujeto público, le confiere la ley. Habremos de acudir al derecho administrativo para saber de la personalidad jurídica de las administraciones públicas y en particular en lo que se refiere a la administración institucional, denominación que hoy ha sido sustituida por la de «organismos públicos» con la LOFAGE, Ley 6/1997 de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado. Habremos de indagar sobre la potestad de la Administración y, por tanto, de los organismos autónomos, como especial vinculación positiva de la Administración a la legalidad, y tendremos que saber de los derechos y deberes de la Administración con capacidad jurídica de obrar y de ser parte procesal.

			Despejada esta incógnita, hemos de acudir a la técnica jurídico-procesal e intentar darle contenido a la participación procesal del organismo con las herramientas conceptuales de que disponemos en el estado actual de la ciencia procesal. Convienen los autores, en su mayoría, que nos encontramos, sí, ante una intervención procesal, pero sin que se pongan de acuerdo en la clase de intervención con que nos encontramos, y sin que tampoco se sepa con exactitud el alcance de las facultades que puede esgrimir en el proceso el Fondo de Garantía Salarial, si es que tiene alguna, pues, como nos dice la profesora Esther González Pillado en las conclusiones de su trabajo sobre la Intervención del Fondo en el proceso laboral1: «Es difícil [...] encuadrar la actuación del Fondo de Garantía Salarial dentro de los mecanismos de intervención procesal existentes». Y, como dice Jesús Cruz Villalón2:

			Conviene señalar las especialidades derivadas de la posición jurídica del Fondo de Garantía Salarial motivadoras de su compleja actuación en el seno del proceso laboral. Así, en el desarrollo de una reclamación de créditos laborales al FOGASA [...], se sucede una pluralidad de procesos encadenados, en los que lo resuelto en unos conforma parte del objeto de los sucesivos. A su vez, esta pluralidad de procesos suele aparecer adicionalmente en combinación con procedimientos administrativos de la autoridad laboral o del propio FOGASA; combinación que se efectúa sin una clara delimitación de terrenos entre unos y otros, de modo que resulta difícil precisar el grado de vinculación de los unos por los otros y viceversa. E, incluso, el FOGASA puede llegar a colocarse en una posición de indefensión por los acuerdos fraudulentos entre empresarios y trabajadores, haciendo recaer sobre el FOGASA el abono de cantidades ficticiamente adeudadas.

			Otro aspecto que nos interesa destacar es el del origen legal de la obligación del Fondo de Garantía Salarial. La jurisprudencia no se cansa de repetir e insistir en el carácter institucional de la obligación de dicho organismo, y por tanto de naturaleza distinta a la del empresario.. Podernos afirmar ya, desde ahora, aunque parezca una obviedad, que la obligación del Fondo no es la del empresario; afirmación de la que se siguen importantes consecuencias, como luego tendremos ocasión de comprobar.3 Esa naturaleza distinta de la que hace mención la jurisprudencia, ¿a qué se refiere? No puede ser de naturaleza contractual, porque, siéndolo la del empresario, ya nos dice la jurisprudencia que es distinta a la de este. ¿Entonces? El art. 1.088 del Código Civil establece que las obligaciones nacen de la ley, de los contratos y cuasi contratos, y de los actos y omisiones ilícitos o en que intervenga cualquier género de culpa o negligencia.

			En definitiva, siguiendo el esquema general de los grandes manuales de derecho procesal civil —al que remiten los autores de derecho procesal laboral para elaborar sus conceptos—, veremos dónde encuadrar el Fondo de Garantía Salarial como sujeto procesal cuando comparece en un proceso laboral en virtud del art. 23 de la Ley de Procedimiento Laboral. De ninguna manera pretendemos poner en cuestión los conceptos del derecho procesal sustantivo, sino, partiendo de la doctrina ya elaborada y consolidada y justamente por eso, elaborar una tesis sobre un tema muy concreto que afecta al Fondo de Garantía Salarial; pretendemos averiguar qué nos quiere decir la ley cuando permite a dicho organismo «comparecer como parte» en el proceso laboral, precisamente porque ni la doctrina ni la jurisprudencia aportan conclusiones definitivas o unitarias.

			Para ello, hemos dividido el trabajo en nueve capítulos y finalizado cada uno de ellos con unas conclusiones; hay también un capítulo diez que tiene por objeto, a modo de conclusiones, recapitular el resultado de nuestro trabajo. En el primero tratamos de precisar el significado de los conceptos «proceso» y «procedimiento» que, por usarse indistintamente por el legislador procesal, inducen erróneamente a interpretaciones equivocadas; de su uso acertado o desacertado veremos que se siguen consecuencias muy dispares.

			Seguidamente, con el estudio de los principios rectores de los procesos civil y laboral en el segundo capítulo, pondremos de relieve que su obligada aplicación durante el proceso laboral evidencia la necesidad de ser utilizados con más exquisitez, si cabe, cuando es el Fondo de Garantía Salarial quien participa en el procedimiento; que por ser aquel un organismo público se debe poner especial énfasis en la defensa de sus intereses.

			En el tercero de los capítulos, nuestro objetivo se centra en el concepto procesal de parte; nos preguntamos si se aviene bien el Fondo de Garantía Salarial con este concepto, puesto que la ley lo invoca como «parte» en el art. 23 de la LPL, sin ser por ello ni demandante ni demandado.

			En el siguiente capítulo nos importa saber cuáles son los derechos y obligaciones del Fondo de Garantía Salarial como parte procesal; si su especial condición de sujeto público incide en tales consideraciones, de tal manera que se aparta sustancialmente de lo procesalmente correcto por tener y ejercer una potestad reglada, sujeto, por ello, de modo especial, al principio de legalidad.

			En el capítulo quinto, al estudiar la pluralidad de partes en el proceso, veremos cómo el Fondo de Garantía Salarial no admite ser encorsetado en ninguna de las categorías conceptuales del litisconsorcio, como pretenden sin éxito la doctrina y la jurisprudencia.

			En el capítulo sexto analizamos extensamente la figura del tercero como interviniente, porque tal parece ser la condición del Fondo de Garantía Salarial, a juzgar por la opinión mayoritaria de la doctrina y porque así parece dirigirse a él el art. 23 de la LPL. Sin embargo, comprobaremos que esta interpretación no es la adecuada por insatisfactoria y que, de nuevo, el organismo escapa a cualquier clasificación apriorística.

			Por otro lado, el estudio del objeto procesal en el capítulo séptimo nos permitirá subrayar la independencia del Fondo de Garantía Salarial respecto a la demanda del actor en el proceso laboral; el trabajador, cuando plantea su demanda frente al empresario, no reclama nada al organismo, ni lo puede reclamar, de ahí que el Fondo de Garantía Salarial no esté vinculado a ninguna de las pretensiones de las partes, y de ahí que la sentencia, en contra de lo que pretende una parte de la doctrina, no pueda afectar directamente al organismo.

			Como un sujeto procesal más, el Fondo de Garantía Salarial debe ser tratado con la misma consideración, como mínimo, que el resto de las partes procesales. Por eso, al estudiar los actos de comunicación en el capítulo ocho, queremos recordar que no por ser Administración debe quedar al arbitrio de los justiciables la presencia obligada del Fondo de Garantía Salarial.

			Por último, el estudio de la cosa juzgada en el capítulo nueve nos aclarará si dicho organismo, como pretende otra parte de la doctrina, está sujeto a la res iudicata o no, o si, en el caso contrario, puede hacer caso omiso de ella cuando la solicitud de prestaciones se fundamenta en el fraude o la connivencia entre empresas y trabajadores.

			En fin, un apartado reservado en cada capítulo a unas conclusiones, nos permitirá descubrir que la originalidad del Fondo de Garantía Salarial —organismo público— como sujeto procesal no permite su catalogación en ninguno de los presupuestos procesales elaborados hasta ahora por la doctrina y jurisprudencia, sino que tiene su propia valoración legal que es la que determina, en este caso, la naturaleza procesal del organismo.
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			Capítulo 1

			Conceptos de procesos y procedimiento y el Fondo de Garantía Salarial

			1. Utilización equívoca de los conceptos en el art. 23 de la LPL

			No es ocioso, al comienzo de nuestro trabajo, esclarecer la diferencia conceptual que hay entre proceso y procedimiento, términos que frecuentemente aparecen como sinónimos. Y ello, en nuestro caso, porque la LPL los utiliza indistintamente en el art. 234 ; así, en el párrafo primero de este artículo contrapone proceso a procedimiento (aunque expresamente no utilice esta palabra) cuando dispone que «el Fondo podrá comparecer en cualquier fase o momento de su tramitación (es claro que aquí se está refiriendo al procedimiento) en aquellos procesos [...]». La ley utiliza expresamente la palabra procedimiento en el párrafo segundo del art. 23, cuando establece que deberá ser citado el Fondo en los supuestos de empresas incursas en procedimientos concursales. Y, en el párrafo tercero de dicho artículo, también utiliza la palabra procedimiento cuando establece la presunción iuris tantum en favor del organismo en los procedimientos que se sigan contra él, siendo así que como demandado acude al proceso desde el primer momento de su tramitación o inicio del procedimiento, desde el primer acto procesal que se produce con la demanda y que él contesta. El art. 23.3 de la LPL está previsto para cuando se demanda al organismo porque denegó las prestaciones.

			2. Conceptos de proceso y procedimiento según la doctrina

			Según el profesor Andrés de la Oliva Santos5, es el profesor Fenech el autor que traza una más profunda y clara distinción: procedimiento, viene a decir, son las normas con arreglo a las cuales se ha de desarrollar el proceso, siendo este la serie o sucesión de actos reglados por medio de los cuales se realiza la función jurisdiccional. Para el profesor Gómez Orbaneja6, procedimiento designaría una serie o sucesión de actos, mientras que proceso sería la relación jurídica procesal, siendo válida esta concepción tanto para los supuestos en que hay procedimientos sin proceso, como para los supuestos en que hay procedimientos que contienen varios procesos, vanas relaciones jurídico-procesales. Para el profesor Prieto Castro7, procedimiento hace referencia al lado externo de la actividad procesal, con lo que, en el entender del profesor De la Oliva, se aproxima al significado usual, y con frecuencia implícito, de dicho término. Y ello, dice este último autor, porque procedimiento es término que puede utilizarse para cualquier serie o sucesión de actos jurídicos, mientras que la voz proceso se reserva para el procedimiento jurisdiccional propiamente dicho (no, por tanto, para las actuaciones administrativas, aunque sean llevadas a cabo por jueces). La palabra procedimiento se utiliza en relación con la actividad jurisdiccional, haciendo referencia solo a los trámites, al aspecto externo de dicha actividad, al orden externo de los diversos actos, a la serie o sucesión de actos sin hacer cuestión sobre su naturaleza, si jurisdiccional, administrativa, etc. Y, cuando la palabra procedimiento se usa en la esfera jurisdiccional, designa solo el fenómeno de la sucesión de actos en su puro aspecto externo.8 Para el profesor Fenech (Derecho procesal tributario. Barcelona 1949, págs. 28 y ss.), acudiendo a la metáfora de que el procedimiento es al proceso lo que las instalaciones fijas son el ferrocarril, se puede afirmar, con las debidas precauciones, que el tren, el convoy, es el proceso y la vía el procedimiento. El proceso jurisdiccional solo puede caminar por la vía de un procedimiento constituido.

			2.1. Consecuencias prácticas de la distinción para el FOGASA

			Son útiles a nuestros propósitos estas consideraciones del profesor De la Oliva, porque clarifican extraordinariamente los conceptos proceso y procedimiento y permiten su uso adecuado de modo que, en todo momento, sabremos a qué nos estamos refiriendo, al tiempo que nos ayudará a clarificar qué nos quiere decir la ley cuando emplea uno u otro término. Por lo pronto, ya podemos afirmar que el art. 23 de la LPL, cuando en su párrafo tercero habla de los procedimientos seguidos contra el Fondo de Garantía Salarial, se está refiriendo no a los trámites, actividad procesal o sucesión de actos que deben seguirse contra el Fondo a causa de las resoluciones que dicte, sino al proceso que debe incoarse contra sus resoluciones siguiendo las normas del procedimiento laboral en su condición de demandado. Decimos esto porque la utilización imprecisa del término puede llevarnos a la confusión de entender que, en los procedimientos —cuando así se expresa la ley— que se siguen contra el Fondo, interviene este organismo meramente como un tercero procesal, como en el supuesto del párrafo primero del art. 23, donde se deja intervenir al Fondo en el proceso (proceso —y no procedimiento— que no se sigue contra él) en cualquier fase o momento de su tramitación (o procedimiento). Distinción radical esta entre ambos términos que nos permite ya, desde este momento, aventurar que las consecuencias del proceso que se sigue contra un empresario recaen únicamente sobre este y no sobre el Fondo, como las consecuencias del proceso (y no procedimiento) que se sigue contra dicho organismo recaen solo en él y nada más que en él.

			3. Procesos de declaración y ejecución según la doctrina

			Aunque de forma muy somera, nos interesa también desde ahora dejar constancia de que las dos subfunciones principales de la Jurisdicción, tutelar, decir o aplicar el Derecho por un lado, y la que tiene el cometido de realizarlo por otro, se expresan o manifiestan en dos tipos diferentes de procesos, el denominado proceso de declaración para el primer caso y el denominado proceso de ejecución para el segundo.9

			Cuando el órgano jurisdiccional dice el derecho a través de un proceso de declaración y ante el caso concreto, puede limitarse a declarar simplemente (proceso declarativo) lo que se ajusta o no a unas normas jurídicas (existencia o inexistencia de un derecho subjetivo, de una relación o de una situación jurídica, etc.); puede, además de una declaración de lo jurídico, dirigir un mandato a una de las partes del proceso (eventualmente, a las dos) a fin de que haga, omita o soporte algo (proceso declarativo de condena); finalmente, puede decir el derecho creando, modificando o extinguiendo, como inexorable consecuencia de esa dicción, un estado, relación o situación jurídica (proceso constitutivo o que finaliza con sentencia constitutiva). Pero, hasta este momento, el órgano jurisdiccional no ha hecho más que decir el derecho aplicable y que a su juicio declara existentes el derecho subjetivo, la relación o situación jurídica que demandaban su tutela. Estamos todavía ante una mera declaración judicial del derecho que aún necesita de una serie de actos encaminados a obtener su realización concreta mediante un nuevo juicio (o manifestación de voluntad) jurisdiccional o actuación jurisdiccional ejecutiva, denominada proceso de ejecución.10

			3.1. Consecuencias prácticas de la distinción para el FOGASA

			Nos interesan estas consideraciones porque discute la doctrina sobre a qué procesos se refiere el art. 23 en su párrafo primero, si solo al proceso declarativo11 o también al ejecutivo12. Para la profesora González Pillado, el Fondo de Garantía Salarial puede intervenir desde su inicio en el proceso de ejecución que se sigue contra el empresario —previa la citación obligatoria a que se refiere el art. 23.2 LPL, o sin ella en el caso del 23.1 LPL— realizando aquellas diligencias que estime oportunas, porque, dice, al no estar específicamente prevista en la LPL la intervención con carácter general del Fondo de Garantía Salarial en el proceso de ejecución, devendrá aplicable la regla del art. 23 de la Ley de Procedimiento Laboral, por lo que el Fondo podrá comparecer y ser tenido como parte en los procesos de ejecución, de los que se pudiese derivar responsabilidad para él y podrá realizar las alegaciones que a su derecho convengan, tratándose de una intervención idéntica a la que realiza el Fondo en el proceso declarativo, y podrá intervenir en el proceso de ejecución desde el inicio —previa la citación obligatoria a que se refiere el art. 23.2 de la LPL, o sin ella en el caso del art. 23.1 de la LPL— realizando aquellas diligencias que estime oportunas.

			Sin embargo, como luego veremos, a nuestro entender, es exagerado pensar que el art. 23 de la LPL incluye también la posición del Fondo como parte en el proceso de ejecución, pues dicho artículo pertenece al Capítulo III del Título II de la Ley que se refiere a la intervención y llamada a juicio del Fondo. Como Ordeig Fos, entendemos que tan solo se refiere al proceso declarativo.

			4. Excesos interpretativos del art. 21.1 de LPL en favor del FOGASA

			Nos parece excesivamente amplia y forzada la interpretación que hace la profesora González Pillado13 del art. 23, párrafos primero y segundo, en favor del Fondo de Garantía Salarial para que pueda intervenir en el proceso ejecutivo desde su inicio. Por un lado, cita el art. 23.1 en apoyo de aquella intervención del Fondo y en las mismas condiciones que en dicho precepto se recogen. Pero esto, a nuestro entender, no es posible. De la simple lectura del texto legal no cabe deducir que el FOGASA puede intervenir como parte en el proceso ejecutivo desde su inicio porque en él se diga que así lo puede hacer en aquellos procesos —sin especificar cuáles, si declarativos o de ejecución—, en cualquier fase o momento de su tramitación, de los que se pudiera derivar posteriormente una responsabilidad de abono de salarios o indemnizaciones en favor de los trabajadores litigantes. Y ello porque en principio los procesos a los que se refiere la ley no pueden ser otros más que los que el art. 33 del ET recoge como numerus clausus. Aquellos donde los trabajadores reclaman a su empresario los salarios debidos, y aquellos donde los trabajadores reclaman a su empresario las indemnizaciones debidas por un despido (disciplinario del art. 54 ET), extinción de los contratos conforme a los arts. 50 (extinción por voluntad del trabajador), 51 (despido colectivo) y 52.c (extinción del contrato por causas objetivas). Dichos salarios e indemnizaciones requieren de una declaración del órgano jurisdiccional que solo puede manifestarse por y a través del proceso declarativo.

			Nos parece claro, pues, que el art. 23.1 de la LPL está previsto, por un lado, tan solo para aquellos procesos declarativos donde se reclamen los salarios e indemnizaciones derivados de las situaciones ya mencionadas y, por otro lado, no está previsto para cualquier proceso declarativo donde se reclamen salarios o indemnizaciones en alguna de esas situaciones previstas por el art. 33 del ET, sino tan solo para aquellos procesos declarativos de los que, además, pueda derivarse una responsabilidad de abono a cargo del Fondo de Garantía Salarial. Esto es algo que solo puedo saberse tras14 el proceso declarativo, cuando, tras dictarse la resolución judicial que le ponga fin, se inicie el proceso ejecutivo y termine con la resolución judicial que declare la insolvencia, suspensión de pagos, quiebra o concurso de acreedores del empresario. Hasta ese momento no nos es posible saber si el Fondo debe responder o no con sus prestaciones.

			5. Excesos interpretativos del art. 23.2 de LPL en favor del FOGASA

			Por otro lado, y en apoyo también de su tesis, la profesora González Pillado15 se ampara en el art. 23.2 de la LPL para dar entrada al FOGASA en el proceso ejecutivo desde su inicio. Tampoco nos parece que este artículo puede servir de cobijo al Fondo para que pueda intervenir en el proceso ejecutivo. Las menciones que en dicho artículo se hacen de las empresas incursas en procedimientos concursales, ya declaradas insolventes o desaparecidas, no permiten, por sí mismas, hacer extensiva solo por ello la aplicación del texto a la intervención del Fondo en el proceso ejecutivo. Lo previsto en este párrafo no puede ser entendido haciendo caso omiso del resto del art. 23. Ya hemos probado, nos parece, en el párrafo anterior, que la ley se está refiriendo a los procesos declarativos, de modo que, siguiendo con la lógica legal, el párrafo segundo nos está diciendo que, si en dichos procesos declarativos las empresas demandadas están incursas en procedimientos concursales, han sido ya declaradas insolventes o se encuentran desaparecidas, debe ser citado el Fondo al proceso, dándosele traslado de la demanda por ser mayor en este caso el riesgo de que resulte responsable. La citación obligada del Fondo en esos supuestos se está refiriendo, indudablemente, a los procesos declarativos, pues mal defensa puede hacer de sus obligaciones y llegar a asumirlas en situaciones de tan grave riesgo para él si dejamos su intervención para el momento de la ejecución de la sentencia. No, es evidente que en el art. 23.2 el legislador espera que sea en el proceso declarativo ya iniciado, y no en la ejecución, donde el Fondo haga la defensa de sus intereses, para así poder asumir con mayor conocimiento de causa sus obligaciones.

			6. El proceso declarativo en el art. 23 de la LPL y el FOGASA

			En definitiva, nos inclinamos por la tesis del magistrado Ordeig Fos, para quien el art. 23, todo él, regula únicamente el proceso declarativo, pues ya la ley dedica otros preceptos para la actuación del Fondo en el proceso de ejecución16. Preceptos en los que no vamos a entrar, pues no son objeto de nuestro trabajo; pero sí interesa destacar, con Ordeig Fos, que el art. 23.2 de la LPL está desarrollando la norma contenida en el art. 33.3 del ET17 pues, como dice este último artículo, «en los procedimientos concursales [...] el juez, de oficio o a instancia de parte, citará al Fondo de Garantía Salarial, sin cuyo requisito no asumirá este las obligaciones señaladas en los apartados anteriores». Aunque el art. 23.2 de la LPL hable de procedimientos concursales, se refiere siempre al proceso laboral, ya que no está regulando el proceso civil concursal, ni podría hacerlo, sino indicando uno de los supuestos legales en que se hace precisa la llamada a juicio del FOGASA en el proceso laboral.18 18 Volviendo a los procesos declarativos laborales que recoge el art. 23 de la LPL, y que son los tres supuestos de participación del FOGASA en el proceso laboral, debe decirse que en todos ellos se ventila la posible responsabilidad del FOGASA a la que está obligado por el art. 33 del ET, pues la intervención y llamada a juicio —en sus distintos aspectos— en que está pensando el legislador en el Capítulo III del Título II del Libro I de la LPL son esos precisamente, como el sentido literal del texto pone de relieve. La materia de fondo es, por tanto, la misma en los tres casos: la responsabilidad del Fondo en sus distintos grados.19

			7. Proceso civil y laboral: identidad de principios rectores

			Afirma el profesor Montero Aroca que «para el estudio, investigación y construcción legislativa del proceso laboral, es preciso partir de los conceptos fundamentales y del uso correcto de la técnica y método propios del derecho procesal»20. Para este autor, el proceso laboral no es sino un proceso civil especial, pues mientras por medio del proceso civil ordinario pueden conocerse y satisfacerse todo tipo de pretensiones, toda especie de objetos procesales; el proceso especial se caracteriza por la limitación de objetos procesales posibles de examinar, de tal modo que solo puede ser utilizado para el objeto concreto que la ley le atribuye, es decir, en este caso, para las pretensiones que se promuevan dentro de la rama social del derecho en conflictos tanto individuales como colectivos (art. 1 LPL)21. La especialidad del proceso laboral, según el profesor Montero Aroca,22 se hizo inevitable ante la ineficacia del proceso civil ordinario para resolver con celeridad y economía las pretensiones que tienen su fundamento en las relaciones de trabajo. En el derecho procesal civil, son procesos ordinarios aquellos por medio de los cuales los órganos jurisdiccionales pueden conocer de toda clase de objetos sin limitación alguna, estableciéndose con carácter general. Así, el art. 481 de la LEC establece que «toda contienda judicial entre partes que no tenga señalada en esta ley tramitación especial será ventilada y decidida en el juicio ordinario declarativo que corresponda». Y son los procesos especiales los que, por ley, se establecen para conocer pretensiones que tienen objetos específicos y determinados, quedando su uso limitado al objeto concreto que le marca la ley.23 En el proceso civil hemos llegado a una multiplicación de procesos especiales dentro de la propia LEC y su enorme proliferación fuera de ella. El proceso laboral no es sino un ejemplo más de esa proliferación. Es un proceso civil especial por medio del cual pueden conocerse únicamente «las pretensiones que se promuevan dentro de la rama social del Derecho» (art. 1 LPL). Para Montero Aroca, cuando la LPL se refiere al «proceso ordinario» está cometiendo una grave incorrección técnica, y hubiera sido mucho más correcto hablar del proceso de declaración, por lo que, asumiendo su terminología, por ordinario hay que entender aquel proceso previsto para que se conozcan por medio de él la generalidad de las pretensiones que se promuevan de la rama social del derecho, esto es, el establecido con carácter general dentro de la especialidad que es del derecho procesal civil. En definitiva, el proceso declarativo laboral es un proceso civil especial, dentro del cual la LPL distingue entre «proceso ordinario», por el que se conocen las pretensiones laborales, y «modalidades procesales» (antes procesos especiales), por las que se conocerán objetos especialísimos dentro de la rama social del derecho24.

			8. Proceso y procedimiento laboral: principios rectores

			Según el profesor Montero Aroca, aunque proceso y procedimiento tienen la misma raíz etimológica, procedere, en el segundo término (procedimiento) destaca la nota de actuación externa, el trabajo que pudiéramos llamar administrativo, que se realiza en cualquier actividad jurídica y, por tanto, también en esta, mientras que con el término proceso nos queremos referir a la estructura y los nexos que median entre los actos, los sujetos que los realizan, la finalidad a que tienden, los principios a que responden, las condiciones de quienes los producen, las cargas que imponen y los derechos que otorgan. Mientras que en cualquier actividad jurídica existe un procedimiento, el proceso es solo propio de la actividad jurisdiccional. El procedimiento es el aspecto exterior del fenómeno procesal, los modos con los que deben ser realizados y ordenados los actos que componen el proceso25. Mediante un silogismo, podemos concluir que, si toda pretensión da origen a un proceso, todo proceso se desarrolla formalmente a través de un procedimiento, y un solo procedimiento judicial puede ser la forma externa de dos o más procesos.26 Por lo demás, el proceso es lo característico de la jurisdicción; aquel es el instrumento que esta utiliza para cumplir su función, y de ahí la correlación entre uno y otra, pues la jurisdicción se realiza únicamente a través del proceso. El ejercicio de la potestad jurisdiccional a que se refiere el art. 117.3 CE se realiza exclusivamente por medio del proceso.27

			Para este autor, pues, no existen diferencias sustanciales entre los procesos civil y laboral; este no es sino una especie de aquel, que sirve para suplir las deficiencias del civil ordinario en la resolución satisfactoria de las pretensiones laborales, siendo imposible, por lo demás, la creación de un proceso laboral autónomo.28 Sigue diciendo Montero Aroca que una de las mejores pruebas de que el proceso laboral no es sino un proceso civil especial es el hecho de que la LPL no se refiera a los principios del proceso, que no establezca principios propios que lo caractericen frente al civil. Esta no es una opción del legislador, sino una consecuencia ineludible e inherente a la naturaleza de las cosas, por más que algunos autores quieran extender la especialidad del derecho laboral al proceso de este mismo nombre29. Aunque no soy de la misma opinión, como más adelante diremos —pues lo que el profesor Montero Aroca considera «alguna matización» es en realidad intrusión pública en el proceso laboral—, concluye este autor que la LPL no responde a un sistema de principios distinto de los del proceso civil y, aunque hay alguna matización, de la misma manera que existen otros procesos civiles especiales con similares matizaciones, no cabe hablar de algo diverso30. El proceso declarativo de trabajo se diferencia del proceso civil ordinario, no en los principios procesales en sentido estricto, sino en los principios relativos al procedimiento; lo diferente, dice el profesor Montero Aroca, es la forma, no la regulación del contenido. Si el proceso civil optó en Las Partidas, en la recepción del proceso común, por la forma escrita, permaneciendo hasta la LEC vigente, el proceso laboral eligió desde su mismo nacimiento corno proceso civil especial la forma oral que permanece en la actual LPL.31

			9. El procedimiento administrativo según Merkl

			Interesa a nuestro propósito subrayar que Merkl, reaccionando contra la habitual presentación de lo procedimental corno una cuestión perteneciente en exclusiva al ámbito judicial, consiguió en parte aislar un concepto de procedimiento propio de la teoría general del derecho, de la que tanto el procedimiento judicial, corno el legislativo y el administrativo serían simples especificaciones. Así entendido, el procedimiento vendría a ser el camino, el iter jurídicamente regulado a priori, a través del cual se producen los actos administrativos.32

			Entre proceso judicial y proceso administrativo existen semejanzas indudables, dada la pertenencia de ambas instituciones a un tronco común, pero hay también profundas diferencias como consecuencia de los distintos fines a los que sirven. Así, el proceso tiene como fin esencial la averiguación de la verdad y la satisfacción de las pretensiones ejercitadas por las partes mediante la decisión de una instancia neutral e independiente de ellas, el juez o tribunal. El procedimiento administrativo, si bien constituye una garantía de los derechos de los administrados, no agota en ello su función, que es también, y principalmente, la de asegurar la pronta y eficaz satisfacción del interés general mediante la adopción de las medidas y decisiones necesarias por los órganos de la Administración, intérpretes de ese interés y, al propio tiempo, parte del procedimiento y árbitros del mismo.33 Las mismas garantías que aseguran el procedimiento administrativo para los administrados deben asegurar el proceso laboral para los posibles justiciables, incluido el FOGASA.

			10. Conclusiones

			Hemos comenzado nuestro trabajo estableciendo las diferencias conceptuales entre «proceso» y «procedimiento» porque su uso indiscriminado por la ley no permite conocer las verdaderas intenciones del legislador sobre el Fondo de Garantía Salarial cuando regula en el art. 23 de la Ley de Procedimiento Laboral su presencia en el proceso laboral.

			Sabemos por la doctrina que «proceso» es el conjunto de actos regulados por medio de los cuales se realiza la función jurisdiccional, y que el «procedimiento» es el conjunto de normas por medio de las cuales se desarrolla el proceso; procedimiento, en fin, es la actividad reglada que pone en movimiento el instituto jurídico del proceso.

			Entendido así, no debe llevarnos a confusión el mal uso que de estos conceptos hace el legislador en el art. 23 de la LPL, donde proceso y procedimiento, no obstante, mantienen su significado procesalmente correcto. Ello nos permite establecer, desde los comienzos de este trabajo, un punto de partida según el cual podernos afirmar que las consecuencias de un proceso laboral que se sigue contra un empresario solo a él afectan, del mismo modo que los procesos que se siguen contra el Fondo de Garantía Salarial solo a él importan y solo hacia él convergen. Lo obvio de esta conclusión es que es rica en consideraciones, pues si un proceso abierto contra un empresario solo a él afecta, porque solo a él va dirigido, la sentencia con la que termina el proceso solo puede fallar a favor o en contra del empresario demandado, y no a favor o en contra de terceros que nada tienen que ver con las pretensiones judiciales del demandante trabajador. En consecuencia, el Fondo de Garantía Salarial no puede ni debe verse afectado por el desarrollo de un proceso que no va dirigido contra él. Como claramente se desprende del art. 23 de la LPL, la demanda se dirige solo y únicamente al empresario deudor, y solo circunstancialmente puede comparecer un tercero, como el Fondo de Garantía Salarial, en calidad de interviniente en un proceso donde nada debe todavía y a nada está obligado. Comparece en el procedimiento no por una eventual responsabilidad que con su presencia pretende mitigar, sino que comparece por expreso ministerio de la ley y, además, con el privilegio de hacerlo como si realmente fuera parte del proceso, como si realmente fuera una parte más del proceso con las mismas facultades de que gozan los verdaderos y únicos demandantes y demandados.

			Por lo demás, no hay diferencias sustanciales entre los procesos civil y laboral, pues responden a los mismos principios inspiradores que fundamentan el derecho procesal; tan solo, como veremos en el capítulo siguiente, las diferencias emergen en las normas que regulan el procedimiento de uno y otro proceso —aunque es válido para ambos el concepto genérico del procedimiento como iter jurídico preestablecido elaborado por Merkl—, aspecto formal del proceso que en nada hace variar el contenido material de ambos.
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			Capítulo 2

			Los principios rectores de los procesos civil y laboral y el Fondo de Garantía Salarial

			1. Principios rectores34 del proceso civil y laboral de FOGASA

			El proceso laboral no escapa, no puede escapar, a ser informado por aquellos principios básicos y generales que inspiran todo proceso y que contribuyen, o deben contribuir, al buen funcionamiento de la justicia. No en vano, la disposición adicional primera de la LPL remite a la Ley de Enjuiciamiento Civil en lo no expresamente previsto en ella y sobre la que la doctrina procesalista ha construido la Teoría General de los Principios del Proceso, principios que pretenden garantizar la tutela del derecho objetivo y/o los derechos subjetivos, sea quien fuere el titular de ellos.

			El Fondo de Garantía Salarial, aunque organismo público, es un sujeto procesal más del proceso laboral, y como tal puede y debe beneficiarse de esa mejor tutela de sus derechos e intereses. En virtud del art. 33 del ET y el RD 505/85 de 6 de marzo, este organismo tiene como finalidad la de servir de cobertura para el pago de aquellos salarios e indemnizaciones que el trabajador no ha percibido por la insolvencia patrimonial de su empresario, papel garantizador que se le atribuye y del que debe responder convenientemente mediante su participación en el proceso laboral, ocupando la posición de parte que el legislador le ha otorgado. El art. 24.1 de nuestra Constitución establece para todas las personas, públicas o privadas, el derecho fundamental a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión, a lo que contribuyen de forma eficaz los principios rectores del proceso. En ellos, cabe distinguir los denominados principios jurídico-naturales de los denominados principios jurídico-técnicos. Los primeros son el principio de audiencia y el principio de igualdad, y los segundos son el principio dispositivo y el principio de oficialidad. Los primeros informan la legislación y la realidad procesal y buscan superar las épocas de la justicia privada o autotutela de los derechos, y los segundos, ajustando al máximo el instrumento procesal del que se sirven, buscan tutelar del mejor modo posible el derecho objetivo y subjetivo al que sirven.35

			2. Principios de audiencia e igualdad de partes según la doctrina

			En virtud del principio de audiencia, nadie puede ser condenado sin ser oído y vencido en juicio. Es patente la elemental exigencia de justicia que subyace en este principio. Se trata de que no se pueda infligir un mal (condena, resolución perjudicial) a un sujeto jurídico, a través de una decisión o resolución judicial, sin que ese sujeto jurídico haya tenido oportunidad de exponer, dentro del proceso de que se trate, lo que estime conveniente y esté legalmente previsto o no prohibido expresamente como medio de defensa, en el bien entendido que el «hacerse oír» no equivale a la materialidad de ser oído, bastando con que a nadie se le condene sin que haya tenido verdaderamente la posibilidad procesal de alegar lo que crea conveniente para la defensa de sus derechos, de lo contrario bastaría con permanecer inactivos, silenciosos, para sustraerse a los pronunciamientos de los órganos jurisdiccionales, lo cual sería ya contrario a la justicia, y así lo ha entendido el TC en su S 12/1987 de 4 de febrero36.
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